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Resumen: Las circunstancias actuales representan un enorme reto para la capacidad de 

adaptabilidad de los órdenes normativos para adaptarse a las imperiosas necesidades que se 

están generando en razón de los cambios que se producen en la sociedad de manera acelerada, 

el sistema jurídico en todas sus áreas, particularmente en materia de derechos humanos, debe 

de enfrentar estas exigencias adecuando sus mecanismos y desarrollando en su máxima 

expresión su capacidad de percibir dichos cambios, regularlos y ordenarlos en razón de los 

intereses sociales y humanos. Las personas morales de carácter privado, con sus actuaciones 

y en sus actividades, desempeñan un papel fundamental en la conformación de una estructura 
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social y jurídica que garantice la tutela y ejercicio de los derechos fundamentales del hombre, 

su actuación se debe traducir en eficientar los mecanismos de garantía de su ejercicio, 

traduciéndose en su aplicación efectiva en los ámbitos más comunes de la vida del hombre 

en la sociedad. 

 

Palabras clave: bloque de constitucionalidad, gobernanza, ingeniería constitucional, 

interpretación conforme, principio de progresividad. 

 

Abstract: The current circumstances represent an enormous challenge for the capacity of 

adaptability of the normative orders to adapt to the urgent needs that are being generated due 

to the changes that are produced in society in an accelerated way, the legal system in all its 

areas, particularly In terms of human rights, it must face these demands by adapting its 

mechanisms and developing its capacity to perceive such changes, regulate and order them 

to the fullest in terms of social and human interests. Private legal entities, with their actions 

and activities, play a fundamental role in the formation of a social and legal structure that 

guarantees the protection and exercise of fundamental human rights, their actions must 

translate into making the mechanisms more efficient. guarantee of its exercise, translating 

into its effective application in the most common areas of human life in society. 

 

Keywords: Constitutionality block, governance, constitutional engineering, conforming 

interpretation, principle of progressivity. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

En el presente trabajo analizamos la figura de las personas morales privadas como sujetos 

obligados en materia de derechos humanos, partimos de plantear la evolución y adaptabilidad 

necesaria del orden normativo, continuando con el desarrollo del concepto de persona y 

personalidad jurídica como condición necesaria en el orden jurídico, continuando con la 

delimitación de la condición de persona en materia de derechos humanos, para 

posteriormente realizar el estudio de la evolución del sistema jurídico mexicano desde la 

consideración del concepto de derechos del gobernado al reconocimiento de los derechos 

humanos y la condición de las personas morales privadas, para partiendo de ese estudio 
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plantear las obligaciones de las personas morales en el ámbito de las disposiciones 

normativas mexicanas e internacionales, finalizando con unos planteamientos a modo de 

conclusiones del presente trabajo. 

 

II. EL ORDEN NORMATIVO ESTATAL 

Ubi jus ibi societas, ubi societas ibi jus, este aforismo del derecho refleja con prístina claridad 

la realidad del orden normativo del Estado; no podemos entender la existencia de una 

sociedad humana sin la presencia de un orden normativo que normatiza las múltiples y 

variadas relaciones que se generarán en su seno, ni por su parte podemos entender la 

existencia de un orden jurídico sí no es atendiendo a su adaptación a la realidad social que lo 

genera. 

La causa final del orden normativo, como afirma el maestro Burgoa, consiste en 

regular las diversas relaciones que se presentan como resultado de la convivencia humana, 

lo cual se traduce en un orden imperativo y coercitivo que debe expresar constantemente los 

cambios sociales regulando las relaciones de los hombres y el juego de intereses que estas 

generan. 

Como señalamos, el orden normativo debe de atender a los fenómenos y evolución 

de la sociedad, en este sentido el maestro Francisco Weffort, al referirse a los efectos de los 

movimientos sociales en la restructuración de la política y el Estado, distingue como algo 

típico de los movimientos sociales en los países modernos, que las minorías revindican el 

reconocimiento de nuevas dimensiones de la dignidad humana. 

Desde la perspectiva de la gobernanza el objetivo primario del sistema político de 

todo Estado moderno es el promover el imperio de la ley junto con la participación ciudadana 

que generen la funcionalidad de la actividad gubernamental, valiéndose de la construcción 

de instituciones que garanticen la consecución de los objetivos del Estado buscando generar 

el bienestar, la seguridad, la certidumbre y el orden público, condiciones que terminarán 

resultando en el desarrollo económico y social de esa comunidad política. 

El maestro Enrique Suarez Iñiguez al referirse a la obra de Karl Popper en cuanto a 

la oposición de la sociedad cerrada definida por la falta de libertad y democracia frente a lo 

que denomina la sociedad abierta señala que “La sociedad abierta, en cambio, está basada en 
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los valores de la libertad, igualdad, humanidad y razonabilidad y está a favor de las 

instituciones”.2   

Se ha instaurado un principio de filosofía política y moral según el cual el individuo 

tiene derecho pleno a la libertad, asumiendo una responsabilidad para con la sociedad en la 

búsqueda del orden y la equidad social, siendo que desde la perspectiva del liberalismo social 

se opone a la restricción de la actividad estatal propuesta por el neoliberalismo, pugnando 

por redimensionar el papel de la ciudadanía y los derechos humanos en la búsqueda de la 

reforma del Estado. 

Cuando nos referimos a las figuras de Estado regulador y de Estado garante, lo 

hacemos refiriéndonos a dos funciones diversas del Estado que se complementan, siendo que 

por regulación entendemos una función pública que establezca la intervención de las 

instituciones con una determinada intencionalidad, en tanto que el concepto de Estado 

garante se refiere a la búsqueda de la eficiencia de las intervenciones de la autoridad en 

cumplimiento de los propósitos de aquellas, atendiendo a la calidad regulatoria, la adecuada 

organización y la legitimidad de las decisiones. 

Como sostiene Castellanos Goût “El breviario del Estado de Derecho es -debe ser- la 

Constitución inspirada en la “moral social”, de la que se nutran sus dogmas; los cuales en el 

caso de México, como en la mayoría de los Estados democráticos, están asociados a la 

garantía de los derechos humanos en su proposición más desenvuelta, en cuya realización 

está la “razón” de Estado”.3 

Siguiendo el planteamiento de nuestro autor, partimos de considerar que las garantías 

individuales no solamente implican derechos subjetivos de sus titulares, sino que, 

necesariamente se refieren también a obligaciones y principios que limitan la actuación del 

Estado en cualquier situación y ante cualquier sujeto de forma indeterminada, siendo que 

igualmente obligan a los organismos paraestatales. 

Los cambios sociales implican necesariamente modificaciones evolutivas del orden 

normativo, imponiendo al Estado la obligación de adecuar las instituciones y su regulación a 

 
2 SUÁREZ IÑIGUEZ, Enrique, De los clásicos políticos. Las ciencias sociales, Segunda década, tercera 
edición, Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México y Miguel 
Àngel Porrúa, México, 2001, p. 245.  
3 CASTELLANOS GOÛT, Milton Emilio, Del Estado de Derecho al Estado de justicia, Segunda edición, 
Universidad Autónoma de Baja California y Porrúa, México, 2009, p. 9.  
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las nuevas condiciones que impone la sociedad, modificando las dimensiones y objetivos de 

su actividad. 

Siguiendo los planteamientos de Giovanni Sartori,  la ingeniería constitucional es un 

término que surge en el S. XVIII como resultado de la elaboración de la Constitución de los 

Estados Unidos de Norte América, siendo que una constitución requiere como condición sine 

qua non para ser considerada como tal que su núcleo fundamental se refiera a la estructura 

del gobierno, siendo la constitución un instrumento que limita, restringe y permite el ejercicio 

del poder político y su control. 

Complementando lo apuntado Sartori nos dice que “…las constituciones son formas 

que estructuran y disciplinan los procesos en la toma de decisiones de los Estados. Las 

constituciones establecen la manera en que se crearán las normas; no deciden, ni deben 

decidir, que debe ser establecido en las normas. Es decir, que las constituciones son, ante 

todo, procedimiento cuya intención es la de asegurar el ejercicio controlado del poder. Por 

tanto y por el contrario, el contenido de las constituciones es y debe ser neutral”.4   

La Constitución mexicana se integra por una parte dogmática y por una parte 

orgánica, conforme este planteamiento, la parte orgánica estructura y delimita al propio 

Estado, sus órganos y competencias constituye el elemento definitorio de la norma suprema; 

en tanto que en la parte dogmática se consagran los derechos humanos y se establecen los 

mecanismos que garanticen su pleno ejercicio y defensa. 

Para poder continuar con nuestro tema, en este punto debemos de hacer una anotación 

sobre lo comentado por Sartori, la idea de que la norma suprema no determine el contenido 

de los ordenamientos secundarios no resulta del todo exacta en nuestro sistema jurídico en la 

actualidad, ante los principios que se le han incorporado. 

Desarrollando lo anterior, y ante el principio de la interpretación conforme 

contemplado por nuestra constitución, partimos de que los jueces se encontraran obligados 

en el momento de interpretar las normas secundarias a tomar en consideración los principios 

contenidos en la norma superior en materia de derechos humanos, no podemos aceptar que 

el texto constitucional no termine influyendo en el contenido del orden normativo, sino por 

el contrario, debemos entender a este como un todo estructurado orgánicamente. 

 
4 SARTORI, Giovanni, Ingeniería constitucional comparada. Una investigación de estructuras, incentivos y 
resultados, Política y Derecho, Primera reimpresión, Fondo de Cultura Económica, México, 1996, p. 217. 
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Continuando con el desarrollo que venimos realizando, afirmamos que, al referirnos 

a las reformas constitucionales agrupadas en los denominados ciclos constitucionales, 

hablamos de la materialidad de los cambios producidos que tienen un mismo origen y 

finalidad, así, podemos clasificar los ciclos de reformas constitucionales en la Carta Magna 

mexicana en tres grandes ciclos: 

a) Un primer ciclo de naturaleza político electoral que abarca desde el surgimiento de la 

constitución hasta la reforma electoral de 1977, en el cual se modificaron 

paulatinamente las condiciones de participación de los actores y autoridades en la 

materia. 

b) Un segundo ciclo que el maestro Cossío Díaz denomina como federal que parte de la 

década de los años setenta del siglo pasado y se presenta como una constante en la 

centralización de las funciones de las autoridades federales y su asignación a las 

autoridades municipales, y 

c) Un tercer ciclo relativo a los derechos humanos, al incorporarse al art. 1 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) por las reformas 

de junio del 2011, la norma constitucional no se limita a disposiciones de protección 

de derechos, sino que amplía su materia a los contenidos de la constitución y de 

cualquiera de los Tratados internacionales signados por México. 

 

Como nos apunta el ex Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación José 

Ramón Cossío Díaz citado por Mijangos, el orden jurídico nacional era pensado en 

compartimentos o estancos, es decir, cada rama del derecho se delimitaba de forma 

excluyente con respecto de las demás áreas con un criterio insular.        

“Sin embargo, al concebirse la Constitución como norma jurídica general, ésta 

comenzó a permear, por decirlo así, al resto de las normas del derecho, no sólo como un 

modo de fijar una jerarquía sobre ellas, sino de manera más determinante como un modo de 

definir concretamente los contenidos materiales de sus normas”5 siendo que, contrario a lo 

que afirma Sartori, la norma constitucional se encuentra relacionada con el contenido 

material de las normas al determinarlo. 

 
5 SALAZAR UGARTE, Pedro, El Poder Ejecutivo en la Constitución mexicana, Presentación de José Ramón 
Cossío Díaz. Política y Derecho, Serie Constitución de 1917, Primera edición, Fondo de Cultura Económica, 
México, 2017, p. 20. 
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Habiendo hecho una breve referencia a la naturaleza del orden normativo y del 

imperativo de que evolucione y se adapte a las condiciones que le exige la realidad de la 

sociedad que regula, procederemos a realizar un somero análisis de la persona y la 

personalidad jurídica como presupuesto indispensable para dimensionar la naturaleza y 

alcance de los derechos humanos y de su tutela. 

 

III. PERSONA Y PERSONALIDAD JURÍDICA 

Iniciamos este apartado señalando que a lo largo del desarrollo de la historia del derecho y 

en el contexto de las diversas disposiciones normativas, el tratamiento dado a la figura de la 

persona y a la personalidad jurídica ha variado en torno al momento histórico al que nos 

refiramos, al desarrollo de la ciencia jurídica y la influencia de las diversas doctrinas 

filosóficas que han influido en la legislación, manifestándose con diversos alcances y 

contenidos en las diferentes etapas de la ciencia y el pensamiento humano. 

Es un lugar común el que habitualmente consideremos el concepto de persona con el 

de ser humano a modo de sinónimos, lo cual resulta inexacto, debiendo detenernos a 

diferenciar y delimitar su alcance y contenido. 

Así, cuando nos referimos al concepto de persona humana lo debemos hacer 

aludiendo a una realidad de un ser que entendemos como una substancia individual de 

naturaleza racional ontológicamente determinado como un fin en sí mismo y no como un 

medio, en tanto que al referirnos al concepto de persona jurídica lo hacemos en tanto el 

mismo implica una creación normativa que presupone la posibilidad para esta de ser sujeto 

y titular de derechos y obligaciones y a la capacidad de ejercerlos por sí mismo. 

Respecto de su concepción jurídica, el concepto de persona implica para Kant ser el 

centro de imputación normativa, ser el sujeto titular de derechos y obligaciones, así como el 

objeto de aquellos, siendo un concepto ineludible en todo orden normativo. 

Como apunta el maestro Domínguez Martínez, el ser persona se encuentra 

condicionado a poseer una personalidad jurídica, siendo que no se cuenta con personalidad 

por el sólo hecho de ser persona, sino que, por el contrario, se es persona por contar con una 

personalidad jurídica, pudiendo ser sujeto de derechos y obligaciones. 
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En el sistema jurídico mexicano se dispone que la personalidad jurídica de las 

personas físicas se inicia con su concepción y termina con su muerte en los términos del art. 

22 del Código Civil Federal (C.C.F.). 

Artículo 22. La capacidad jurídica de las personas físicas se adquiere por 

el nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el momento en que un 

individuo es concebido, entra bajo la protección de la ley y se le tiene por 

nacido para los efectos declarados en el presente Código. 

 

Por lo que trata a las personas jurídicas Ferrara apunta que dichas personas se ven 

representadas por asociaciones o instituciones que se constituyen en torno a la realización de 

un fin determinado y lícito, siendo que se encuentran reconocidas por el sistema jurídico 

como sujetos titulares de derechos y obligaciones, sin que como afirma Groccio el término 

persona moral se refiera a las características de aquella, sino a un calificativo para distinguirla 

de la persona física. 

El concepto de persona jurídica surge con la escuela alemana o pandectista para 

referirse a la naturaleza de las corporaciones, como nos ilustra el maestro García Velasco  la 

personalidad jurídica no le es reconocida a las corporaciones sino hasta el Código de 

Comercio español en el S. XIX, si bien desde el derecho romano en el digesto de justiniano 

se consideró la existencia de figuras jurídicas que implicaban la afectación de un conjunto de 

bienes a un fin determinado, sin que se llegase a constituir una persona jurídica bajo la figura 

de la universitas, así como la figura de las societas referidas a una relación jurídica particular.  

Entendiendo a las corporaciones o sociedades como la agrupación de recursos, 

capitales y trabajo que se organizan para la consecución de un fin lícito determinado que 

posee una personalidad jurídica propia distinta de aquella de las personas que la integran, 

podemos referirnos a la manera que se ha contemplado en la legislación mexicana. 

Así, podemos comenzar señalando que el Código Napoleónico no reconoció la 

personalidad jurídica para los entes colectivos, la cual no fue contemplada en la legislación 

francesa sino hasta 1901 en que se presentó un proyecto de ley para su reconocimiento, por 

su parte, en el derecho alemán se distinguían dos categorías de personas morales, las personas 

morales de derecho público y las personas morales de derecho privado que incluyen a las 

asociaciones y las fundaciones. 
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En el derecho inglés no podemos hablar propiamente de personas morales sino de la 

figura de los Trust, que entendemos como un patrimonio afectado a la realización de un fin 

determinado bajo el cual operan numerosas organizaciones. 

Por su parte, en el sistema jurídico mexicano se acepta la teoría del reconocimiento 

para explicar la naturaleza jurídica de las sociedades, las personas jurídicas reconocidas por 

nuestro ordenamiento se encuentran contempladas en el art. 25 del C.C.F. 

Artículo 25. Son personas morales:  

I. La Nación, los Estados y los Municipios;  

II. Las demás corporaciones de carácter público reconocidas por la ley;  

III. Las sociedades civiles o mercantiles;  

IV. Los sindicatos, las asociaciones profesionales y las demás a que se 

refiere la fracción XVI del artículo 123 de la Constitución Federal;  

V. Las sociedades cooperativas y mutualistas;  

VI. Las asociaciones distintas de las enumeradas que se propongan fines 

políticos, científicos, artísticos, de recreo o cualquiera otro fin lícito, 

siempre que no fueren desconocidas por la ley.  

VII. Las personas morales extranjeras de naturaleza privada, en los 

términos del artículo 2736. 

 

Llegados a este punto es necesario que tratemos sobre las diversas figuras asociativas 

reguladas por la legislación mexicana en el capítulo décimo primero de las sociedades y 

asociaciones del C.C.F., así la asociación civil se encuentra establecida en el numeral 2670 

en los siguientes términos: 

Artículo 2670.  Cuando varios individuos convinieren en reunirse, de 

manera que no sea enteramente transitoria, para realizar un fin común que 

no esté prohibido por la ley y que no tenga carácter preponderantemente 

económico, constituyen una asociación. 

En tanto que la sociedad civil se encuentra regulada por el artículo 2688 del mismo 

ordenamiento: 

Artículo 2688. Por el contrato de sociedad los socios se obligan 

mutuamente a combinar sus recursos o sus esfuerzos para la realización 
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de un fin común, de carácter preponderantemente económico, pero que no 

constituya una especulación comercial. 

 

Por su parte, el concepto de sociedad mercantil se encuentra contemplada en el art. 1 

de la Ley General de Sociedades Mercantiles que con un carácter de disposición numerus 

clausus determina de forma limitativa la relación de las sociedades mercantiles, mientras que 

el art. 2 del mismo dispositivo legal señala el reconocimiento de la personalidad jurídica para 

aquellas sociedades mercantiles constituidas  conforme a la legislación nacional, establezcan 

en ella su domicilio y se encuentren inscritas en el Registro Público de Comercio. 

Sin embargo, según se establece en el art. 2691 del C.C.F. la falta de forma prevista 

para el contrato social no impide que este produzca efectos entre los socios, ni podrá oponerse 

la falta de forma frente a terceros que de buena fe hayan contratado con ella. 

Continuando con el desarrollo de nuestro tema podemos afirmar que “El concepto de 

personalidad tiene aparejada una serie de atributos que le son propios y que determinan el 

estatus jurídico de las personas frente a otras personas y frente al estado, al delimitar los 

derechos y obligaciones de su titular dentro de un sistema jurídico determinado”.6  

Entendemos que los atributos a que hemos hecho referencia son inherentes al 

concepto de personalidad y se presentan como una condición sine qua non para que se logre 

la actualización y manifestación de los derechos propios de la personalidad jurídica. 

Enumeramos dichos atributos: 

1. Nombre. 

2. Estado. 

3. Domicilio. 

4. Patrimonio. 

5. Nacionalidad, y 

6. Capacidad jurídica. 

 

Considero que el habernos detenido a tratar el tema de la persona jurídica y la 

personalidad es una condición ineludible que nos permite dimensionar el concepto de persona 

 
6 DACASA LÓPEZ, Eduardo, Análisis de la sociedad unipersonal, Primera edición, Trillas, México, 2017, p. 
39. 
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en materia de los derechos humanos, así podemos ahora comenzar un somero análisis del 

tema y enfocarnos a las reformas recientes en el sistema jurídico mexicano que han llegado 

a considerar a la persona jurídica como titular de aquellos y como obligada a su respeto y 

tutela. 

El 10 de junio de 2011 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación una de las 

más profundas reformas en materia de derechos humanos, con el objeto de armonizar el 

marco de la protección de estos derechos con el derecho internacional, entendiendo que al 

partir de la dignidad humana como el principio fundamental de estos derechos, el sujeto debe 

contar con todas las libertades y prerrogativas que le permitan alcanzar su pleno desarrollo 

siendo extensibles a todo el género humano, por lo que su reconocimiento no es competencia 

tan sólo del Estado nacional, sino que trasciende a la esfera internacional en la que se 

establecen una serie de pautas y estándares mínimos que exigen la adecuación de los 

regímenes locales al esquema global de protección. 

 

IV. LA PERSONA JURÍDICA Y LOS DERECHOS HUMANOS 

Si bien como nos ilustra el maestro Corcuera Cabezut no podemos hablar del concepto de 

derechos humanos sino hasta el S. XVIII, donde encontramos importantes antecedentes en 

diversas legislaciones que reconocen a los individuos derechos oponibles al monarca, 

principalmente a partir de la Edad Media en una etapa previa al surgimiento de los Estados 

modernos. 

En el derecho español podemos encontrar múltiples normativas que contienen 

disposiciones que limitan el poder del gobernante como el Fuero Juzgo, el Viejo Foro de 

Castilla, los Ordenamientos de Alcalá, los Fueros de Aragón en los cuales se estableció la 

figura de Justicia Mayor de Aragón como un funcionario que tenía a su cargo la custodia de 

la vigilancia de los fueros contra los actos que los violentaran, Las Siete Partidas de Alfonso 

X el sabio, que en su primera partida se refiere al derecho natural, derecho de gentes, usos, 

costumbres y fueros, disponiendo en otras partidas, como en la quinta, que el monarca debía 

como representante de Dios en la tierra, preconizar un trato humanitario, piadoso y caritativo 

a sus súbditos. 

En otros sistemas normativos encontramos igualmente antecedentes durante esa 

época, así en el derecho de Inglaterra nos encontramos con el Common Law que se desarrolló 
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sobre los principios de seguridad personal y propiedad privada que fueron contemplados en 

la Carta Magna de 1215, y posteriormente en el acta de Habeas Corpus de 1679 y el Bill of 

Rights de 1689; en ese mismo orden, curiosamente en el derecho francés se presentó un 

régimen de monarquía absoluta que no contemplaba limitaciones al poder real.  

No encontramos el concepto de derechos humanos como tal hasta la primera 

enmienda a la Constitución en Estados Unidos de Norte América y en la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 resultado de la Revolución francesa. 

Durante el S. XIX y el transcurso del XX se presentan igualmente documentos 

referentes a la materia que tratamos, como la Convención de Ginebra para Mejorar la Suerte 

de los Heridos y Enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña de 1864, la Convención 

sobre la Esclavitud de Ginebra en 1926, el Convenio sobre el Trabajo Forzoso de 1930, la 

Carta de San Francisco de 1945 y la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948. 

Resulta oportuno que para comenzar a tratar el tema de los derechos humanos 

iniciemos determinando lo que entendemos por estos, así, podemos considerar que se trata 

de un conjunto de prerrogativas y facultades que son inherentes a la condición y dignidad 

humana, imponiéndose al Estado como una obligación ineludible de respetarlos limitando 

sus atribuciones en el sentido de garantizar su disfrute y pleno ejercicio, encontrándose 

reconocidos por el ordenamiento tanto en el plano nacional como en el internacional. 

En el mismo sentido Ferrajoli nos dice que son: 

Derechos que están adscritos a todas las personas, o en cuanto a 

ciudadanos o personas con capacidad de obrar, y que son por lo tanto 

indisponibles e inalienables, pues corresponden, por decirlo de algún 

modo, a prerrogativas no contingentes e inalterables de sus titulares y a 

otros tantos límites y vínculos insalvables para todos los poderes, tanto 

públicos como privados.7 

 

Por su parte, en México los tribunales de la Federación en la tesis: I 15o. A 41 A 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de agosto de 2011, se 

 
7 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, Derechos Humanos, Parte general, Serie Derechos 
Humanos, Segunda edición, tercera reimpresión, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2014, p. 2.  
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establece que debemos entender por derechos humanos el “conjunto de facultades, libertades 

y pretensiones de carácter civil, político, económico, social y cultural, incluidos los recursos 

y mecanismos de garantía de todas ellas, y que se reconocen al ser humano, considerado 

individual y colectivamente”.8   

De lo apuntado podemos destacar los siguientes atributos: 

a) Son prerrogativas y derechos. 

b) Son derechos mínimos del ser humano de los que por su sola condición es titular. 

c) Su respeto y observancia deben de encontrarse garantizadas por el Estado al concretar 

las exigencias mínimas de la dignidad humana. 

 

Debemos apuntar que, de conformidad con lo establecido por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), los derechos reconocidos por la norma 

constitucional pueden ser ampliados en su número y alance por otros ordenamientos legales, 

siendo solo estándares mínimos que deben respetarse, siendo que de ninguna manera podrán 

ser restringidos conformándose el principio de progresividad. 

Continuando con el desarrollo de nuestro tema, la norma constitucional mexicana se 

refiere igualmente a aquellos derechos reconocidos por los instrumentos internacionales 

signados por el estado, mismos que en atención a las reformas del 2011 adquieren los mismos 

efectos y vinculación al encontrarse contemplados por la norma con un rango equivalente al 

constitucional.  

Cabe apuntar que lo señalado antes se aplica igualmente a cualquier acuerdo 

internacional, ya sea que verse sobre derechos humanos o no, en aquellas disposiciones que 

contengan y hagan referencia a estos. 

Los derechos humanos se encuentran regidos por los siguientes principios rectores: 

1. Universalidad: al tener su origen en la dignidad propia del ser humano, el hecho de 

ser humano es una condición suficiente para su titularidad; entendemos su 

universalidad desde tres ángulos diversos, uno racional en el que se encuentran 

adscritos a todo ser humano por el solo hecho de serlo, desde un plano de 

temporalidad, y, por último, desde el ámbito de su especialidad que abarca 

necesariamente toda sociedad política o Estado. 

 
8 Ídem.   
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2. Interdependencia: al encontrarse relacionados entre sí, la satisfacción y respeto de 

cada uno de ellos es un presupuesto para el goce y ejercicio de los demás, no pudiendo 

establecerse una jerarquía o graduación entre ellos. 

3. Indivisibilidad: estos derechos forman un todo unitario que no admite división, así, la 

Tesis XXVII, 10. (VIII Región 2 K (10ª), Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, de agosto de 2012, nos señala que al depender recíprocamente unos de otros 

y proceder de la dignidad humana, no es procedente establecer prioridades jerárquicas 

entre ellos, siendo que todos los derechos humanos merecen una protección similar. 

4. Progresividad: en este orden entendemos que los derechos humanos en cuanto a su 

tutela y protección debe buscarse siempre su constante evolución y evitar su 

regresividad, teniendo dos vertientes: 

a) Debe de buscarse su paulatina y constante evolución, y 

b) No se debe adoptar medidas que menoscaben dichos derechos. 

 

Al igual que en la gran mayoría de las ramas del derecho, doctrinariamente se 

clasifican los derechos que tratamos a efecto de facilitar su estudio y análisis, en este orden 

de ideas, nos referiremos en el presente trabajo a una clasificación fundada en la evolución 

de los derechos humanos que permitirá entender la percepción que en la actualidad tenemos 

de ellos, así podemos considerar que en la actualidad la obligación del respeto y resguardo 

de los mismos no se limita al Estado y las autoridades públicas, sino que ante la regulación 

de los denominados derechos difusos debemos entender igualmente obligados a su respeto a 

las personas jurídicas de carácter privado. 

Conforme a lo apuntado, destacamos la clasificación doctrinaria que toma como 

criterio la evolución de los derechos humanos agrupándolos en generaciones que se refieren 

a una determinada naturaleza de derechos. Se distinguen así las siguientes generaciones: 

1. Primera generación de derechos humanos: se presenta como resultado de la 

Revolución francesa y la filosofía liberal, atribuyendo al hombre considerado como 

individuo una serie de derechos civiles y políticos que buscan asegurar la esfera de 

libertades del hombre frente al Estado limitándolo en este orden. 

2. Segunda generación de derechos humanos: surge con posterioridad a la Segunda Gran 

Guerra como resultado del constitucionalismo social, buscando principalmente la 
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protección de las agrupaciones humanas frente al Estado asegurando la satisfacción 

de las necesidades materiales del hombre en los planos económico, social y cultural, 

procurando garantizar un nivel de vida digno para el individuo. 

3. Tercera generación de derechos humanos: este grupo de derechos se presenta 

principalmente a partir de la década de los años setenta del S. XX siendo conocidos 

como derechos de la sociedad, o derechos difusos, que son atribuidos a pueblos y 

comunidades en la búsqueda de incentivar el progreso social elevando en nivel de 

vida de aquellos, dentro de un marco de colaboración y ayuda internacionales. 

 

Dichos derechos difusos o de tercera generación se atribuyen al hombre no sólo como 

miembro de una comunidad o en su carácter de individuo, sino también como parte integrante 

de un colectivo, requiriendo para su respeto e instrumentación de una colaboración tanto 

internacional como de todos los demás actores sociales. 

De entre los derechos pertenecientes a esta tercera generación tomamos como 

referencia la enumeración de estos hecha por la SCJN que apunta los siguientes: 

1. Derecho a la paz. 

2. Derecho a la libre determinación de los pueblos. 

3. Derecho al desarrollo. 

4. Derecho a la identidad nacional y cultural. 

5. Derecho al respeto y a la conservación de la diversidad cultural. 

6. Derecho a la cooperación internacional y regional. 

7. Derecho al equilibrio ecológico. 

8. Derecho al patrimonio común de la humanidad. 

 

Siguiendo el mismo orden de ideas, en la actualidad aún se discute doctrinariamente 

la aceptación de una cuarta generación de derechos humanos que tiene su origen en lo que se 

ha denominado tecnología de la información, que pretenden garantizar a los seres humanos 

el libre acceso a estas tecnologías y la protección por el uso y abuso de estas. 

En el sistema jurídico mexicano la persona moral no era considerada como sujeto 

titular de derechos fundamentales, ni tampoco podía ser considerada como autoridad 

responsable para efectos del juicio de amparo, quedando por su propia naturaleza excluida 
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del ámbito de la legislación de la materia, sin embargo, a partir de la reforma constitucional 

que tratamos al partir del reconocimiento de los derechos humanos y de la aplicabilidad de 

las normas contenidas en los acuerdos internacionales en la materia, se considera que las 

personas morales son titulares de dichos derechos y bajo condiciones específicas pueden ser 

también consideradas como autoridades responsables en materia de juicio de amparo. 

 

V. EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE DERECHOS DEL GOBERNADO AL 

RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA 

JURÍDICO MEXICANO 

Como apuntamos en su oportunidad, ningún orden normativo puede permanecer estático 

debiendo necesariamente adecuarse a las exigencias que la realidad social le impone en cada 

momento histórico, bajo el riesgo que, de no ser así, el orden normativo pierda su vigencia y 

se convierta en un orden inaplicable y pierda su objetivo de regular efectivamente las 

relaciones que se presentan en el seno de la sociedad. Lo anterior exige que el ordenamiento 

jurídico se encuentre en constante evolución y su reforma genere sus condiciones de 

aplicabilidad. 

El sistema jurídico mexicano no es ajeno a esta circunstancia, habiéndose generado a 

la fecha del presente 252 decretos, que estipulan 741 reformas a 136 artículos que conforman 

nuestra Carta Magna, siendo que la reforma que tratamos para modificar la denominación 

del capítulo I y reformar diversos artículos se realizó durante el período de la LX Legislatura, 

iniciándose con su propuesta que fue aprobada por el dictamen de las Comisiones Unidas de 

Puntos Constitucionales y de Estudios legislativos el 8 de diciembre de 2010, siendo 

aprobada el 17 de marzo de 2011, por la Cámara de Diputados y publicada el 11 de junio de 

2011 en el Diario Oficial de la Federación durante el gobierno de Felipe Calderón Hinojosa, 

la cual representa un cambio de paradigma. 

La Magistrada Lilia Mónica López Benítez considera que la reforma que comentamos 

representa un antes y un después en materia de derechos humanos en nuestro país, reiterando 

que a pesar de las múltiples reformas que ha sufrido nuestra Carta Magna dan cuenta de fallas 

metodológicas y de sistematización que obligan a una reingeniería constitucional, la 

proliferación de reformas ha ampliado en una enorme medida el espectro de los derechos. 
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Con anterioridad a las reformas apuntadas el criterio de los tratadistas y de las 

autoridades judiciales se basaba en la concepción plenamente positivista de derechos del 

gobernado y garantías individuales, siendo que, si bien erróneamente se emplean como 

sinónimos de derechos humanos, podían distinguir dichos conceptos atendiendo a la 

naturaleza jurídica de ellos. 

Como nos ilustra el maestro Sánchez Bringas: 

Al usar las locuciones derechos humanos, garantías del gobernado, 

garantías individuales o derechos del gobernado, nos referimos a las 

prerrogativas alcanzadas por los hombres frente al poder público 

personificado en la autoridad. Son los derechos que los gobernados 

pueden oponer a los gobernantes con el fin de que se conduzcan de la 

manera dispuesta por las normas del Estado. Negamos, desde luego, que 

existan derechos naturales o inherentes al hombre; en todo caso, con esas 

expresiones se significan los valores individuales y sociales sobre el 

hombre, su dignidad y desarrollo, pero no derechos…9  

 

El término garantías de la constitución es identificado por Kelsen como un conjunto 

de mecanismos que garantizan el imperio de la norma fundamental frente a las normas 

secundarias de las que determina su creación y contenido, siendo que en el sistema jurídico 

mexicano las garantías individuales se materializan como un variado sistema jurídico que da 

seguridad al Estado de derecho constituyéndose como una serie de derechos del gobernado 

frente al poder público. 

El maestro Juventino B. Castro nos ilustra en torno a la esencia de las garantías 

apuntando que: 

Estas garantías o derechos -en su primer origen-, no son elaboraciones de 

juristas, politólogos o sociólogos, ni nacen como producto de una reflexión 

de gabinete. Son auténticas vivencias de los pueblos o de los grupos que 

constituyen a éstos, quienes se las arrancan al soberano para lograr el 

pleno reconocimiento de libertades y atributos, que se supone 

 
9 SÁNCHEZ BRINGAS, Enrique, Derecho constitucional, Décimo primera edición, Porrúa, México, 2007, p. 
620. 
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corresponden a la persona humana por el simple hecho de tener esa 

calidad.10 

   

El maestro Burgoa señala que conforme a la postura ideológica adoptada por la 

constitución, se reputan a las garantías como derechos sustantivos constitucionales para 

asegurar los derechos del hombre en una relación de subordinación que consta de dos sujetos, 

el activo o gobernado y el pasivo constituido por el Estado y sus autoridades, siendo que el 

ejercicio del jus imperio  por parte de la institución pública o de la persona moral oficial debe 

de ajustarse a las exigencias que nuestra Constitución contiene en el apartado de las garantías 

constitucionales. 

Bajo este concepto predominantemente positivista y hasta que fue reformado en el 

año 2001, el texto constitucional señalaba: 

ARTÍCULO 1. En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de 

las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán 

restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que 

ella misma establece. 

 

En este orden de ideas, debemos considerar que los derechos del gobernado o 

garantías individuales se traducen como condiciones que la norma impone a las autoridades 

para delimitar el ejercicio de sus funciones, siendo un derecho subjetivo oponible a las 

autoridades, lo cual necesariamente implica la necesidad de la existencia de mecanismos de 

control que permitan su ejercicio, que en el derecho mexicano se traduce en la existencia del 

procedimiento del juicio de garantías o juicio de amparo. 

Por juicio de amparo debemos entender un juicio destinado a la acción de protección 

y defensa de los derechos de los gobernados mediante el ejercicio de la impugnación de los 

actos de autoridad violatorios de los derechos de los gobernados en sede jurisdiccional, 

teniendo por objeto conforme a los artículos 103 y 107 de la CPEUM, resolver sobre las 

controversias que se presenten por leyes o actos de la autoridad que violen garantías 

individuales, leyes o actos de la autoridad federal que restrinjan o vulneren la soberanía de 

 
10 CASTRO, Juventino B., Garantías y amparo, Séptima edición, Porrúa, México, 1991, p. 3.  
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los Estados o leyes y actos de las autoridades de los Estados que infrinjan la soberanía del 

Estado. 

En los términos del sistema de protección de las garantías individuales debemos de 

partir de la existencia de una autoridad responsable entendida como aquella autoridad del 

Estado que estando obligada al respeto de estos derechos realiza actos o emite leyes que los 

violentan.  

El maestro Burgoa nos define a la autoridad responsable como: 

Autoridad es aquel órgano estatal, de facto o de iure, investido de 

facultades o poderes de decisión o ejecución, cuyo ejercicio crea, modifica 

o extingue situaciones generales o concretas, de hecho o jurídicas, con 

trascendencia particular y determinada de una manera imperativa”.11 

 

En este orden de ideas como nos ilustra el maestro Góngora Pimentel ni la norma 

constitucional ni la ley de la materia contenían un concepto sobre autoridad responsable, 

debiéndonos remitir a la jurisprudencia de la SCJN para encontrar una definición del término, 

así:  

Para mayor claridad, intentaremos un compendio del criterio de la 

Suprema Corte: 

… 

2. El término autoridades para efectos del amparo, comprende: a) todas 

las personas que disponen de fuerza pública; b) la disposición de la fuerza 

pública puede ser por circunstancias legales o de hecho; c) estas personas 

están en posibilidad material de obrar como individuos que ejercen actos 

públicos, por el hecho de ser pública la fuerza que disponen”.12  

 

Ahondando aún más en lo expuesto, el criterio de la SCJN sobre el particular se 

recoge en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Sexta época, Primera Sala, 

Tomo LXXIV, en la que se determinaba que, al considerarse las Garantías individuales como 

limitaciones al poder público, su violación no puede reclamarse a particulares. 

 
11 BURGOA, Ignacio, El juicio de amparo, Cuadragésima edición, Porrúa, México, 2004, p. 186. 
12 GÓNGORA PIMENTEL, Genaro, Introducción al estudio del juicio de amparo, Quinta edición, Porrúa, 
México, 1995,  p. 3. 
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 Adelantándonos un poco en el desarrollo de este punto de nuestro tema sobre 

el que abundaremos más en su oportunidad, apuntamos que el criterio que tratamos se vio 

modificado como resultado de la reforma en comento de 2011 por la segunda Sala de la 

Corte, en el sentido de que se considerará como autoridad responsable a quien emita una 

resolución o realice actos de ejecución que afecten la esfera jurídica de los particulares en la 

esfera de sus atribuciones. 

Sin embargo, este criterio se aplica a manera de excepción y opera únicamente cuándo 

la ley otorgue a un particular el imperio para realizar actos que afecten la esfera jurídica de 

otro particular, siendo estos actos equiparables a los de autoridad implicando relaciones de 

subordinación, que se encuentran contempladas por una norma general que le faculta a su 

realización. 

Desarrollando el planteamiento de la necesaria adaptación del derecho las 

circunstancias y realidades impuestas por la realidad social, y para comenzar el análisis de 

las reformas materia del presente trabajo, nos enfocaremos a presentar el marco ideológico y 

de antecedentes en el que se presentaron estas en la estructura del sistema jurídico mexicano. 

En el profundo análisis que el maestro Jaime Del Arenal Fenochio sobre el desarrollo 

del derecho en occidente, sostiene que como resultado de la fusión entre el naturalismo y el 

positivismo en el S. XX se ha legitimado desde el plano legislativo cualquier decisión pública 

sin reparar en los valores fundamentales y la dignidad humana. 

Continúa diciendo: 

Sino todavía las actuales condiciones donde el respeto a la vida, a la 

libertad, la igualdad, la tolerancia, el respeto a los mínimos derechos del 

hombre, y la solidaridad, parecen ser más objeto de declaraciones y 

tratados entre los Estados, las leyes y decretos, que de una verdadera 

convicción colectiva acerca de la necesidad ética de procurar, defender y 

garantizar dichos derechos y valores trascendentales tal y como la cultura 

occidental se ha venido descubriendo desde sus orígenes grecolatino y 

judeocristianos”.13 

 

 
13 DEL ARENAL FENOCHIO, Jaime, Historia Mínima del Derecho de Occidente, Historia Mínima, tercera 
reimpresión, Fondo de Cultura Económica, México, 2016, p. 227. 
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Sin embargo, en nuestro país, a pesar de que como nos apunta el maestro Pablo 

Mijangos, si bien durante la denominada Novena época de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación los Ministros prácticamente no variaron sus criterios en cuanto a los derechos 

sociales y las garantías en el proceso penal, a partir del caso Radilla y las tratadas reformas, 

se presentaron importantes cambios. 

Como resultado de la resolución del caso Radilla y la labor de la Primera Sala de la 

Corte, se modificaron los criterios de interpretación siendo que los derechos humanos se 

convirtieron en el principal criterio de interpretación para todo el orden jurídico, 

restableciéndose la figura del control difuso que obliga a todos los juzgadores de cualquier 

jerarquía a no aplicar una norma que se oponga al orden constitucional, determinándose que 

a partir del 29 de agosto del 2011 se da inicio a la denominada Décima época, considerada 

de los derechos humanos. 

El artículo 1 de nuestra norma constitucional ha sido reformado en tres ocasiones, 

agregando elementos en atención a nuevas maneras de dimensionar los derechos humanos, 

en este sentido, conforme a la primera reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 14 de julio del 2001 nuestra norma adicionó en su artículo primero los siguientes términos: 

ARTÍCULO 1.  En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará 

de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán 

restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que 

ella misma establece. Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 

Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional 

alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.  

 

Por su parte, en una segunda reforma del 4 de diciembre del 2006 se agregó un último 

párrafo que señala: 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 

nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 

condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado 

civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 

objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
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En el 2011 se presentó una tercera reforma al artículo 1 de la CPEUM que implica 

una profunda reestructuración en la concepción y regulación de los derechos humanos y el 

juicio de amparo, el concepto de Estado garante, como nos ilustra el maestro Roldán Xopa, 

en un principio se relacionó con los estándares de procedimiento penal y los medios 

procesales en la materia de los derechos de las personas, aludiendo a la eficiencia y 

efectividad de la organización de las instituciones estatales. 

Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 

de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 

de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 

ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece.  

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de 

la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 

amplia.  

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 

Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.  

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los 

esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por 

este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.  

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 

nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 

condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, 

el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 

tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 

personas.  
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Redondeando el comentario de nuestro autor nos apunta que: 

El control de constitucionalidad en sede jurisdiccional ha sido un terreno 

particularmente relevante. Los principios de universalidad, no 

regresividad, indivisibilidad e interdependencia, así como la 

interpretación conforme y la interpretación pro-persona, son las claves de 

la nueva interpretación y argumentación constitucionales.14 

 

En este sentido, las resoluciones adoptadas por la autoridad judicial constituyen un 

corpus interpretativo que no se limita a la descripción de los hechos, sino que establece el 

sentido de lo que debe ser, integrando las teorías que conforman la ingeniería normativa a las 

decisiones jurisdiccionales. 

Dentro de esta mecánica interpretativa que se contempla en el numeral primero de 

nuestro ordenamiento supremo, se redimensionan los alcances y protección a los derechos 

humanos del gobernado al disponer que las normas de la materia se interpretarán conforme 

a las disposiciones de la propia constitución y con lo dispuesto en los tratados internacionales 

signados por el Estado mexicano.  

Siguiendo el orden de lo planteado, ésta nueva visión interpretativa hace necesaria la 

aplicación de los principios de interpretación conforme y el principio pro homine para 

realizar la interpretación de las disposiciones normativas, entendiendo por estos: 

1. Principio de interpretación conforme: debemos partir de que este principio establece 

el reconocimiento de la supremacía de las normas constitucionales y las previstas en 

los tratados internacionales de la materia, como en aquellos que aun tratando otras 

materias contengan disposiciones que señalen derechos humanos, a partir del cual 

deben de ser interpretadas las demás normas del orden jurídico nacional. 

Como resultado de lo anterior, la interpretación de cualquier norma debe hacerse de 

conformidad con los principios recogidos en la constitución, imponiendo al juzgador 

la obligación de que en ningún caso se opte por una interpretación distinta a aquella 

que otorgue mayores derechos y prerrogativas al gobernado. 

 
14 ROLDÁN XOPA, José, La ordenación constitucional de la economía. Del Estado regulador al Estado 
garante, Presentación de José Ramón Cossío Díaz, Política y Derecho, Serie Constitución de 1917, Primera 
edición, Fondo de Cultura Económica, México, 2018, p. 35. 
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2. Principio pro homine: se traduce como el criterio para los juzgadores de aplicar la 

norma que conceda mayores derechos o la interpretación más amplia en favor de la 

persona, y, por el contrario, al tratarse de normas restrictivas deberá acudirse a la 

aplicación que resulte menos restrictiva, incluso con independencia de la aplicación 

de una norma de menor jerarquía. 

 

Como resultado de esta nueva perspectiva desde la cual se contemplan los derechos 

humanos y el marco de la tutela y respeto de estos en nuestra norma constitucional,  

apuntamos que en la sesión plenaria del 21 de abril de 2014 la SCJN resolvió por unanimidad 

a favor del proyecto de la Ministra Margarita Luna Ramos para la resolución de la 

contradicción de tesis 360/2013, en el sentido de que las personas jurídicas son titulares de 

los derechos humanos que resulten necesarios para la consecución de su objeto y fines, la 

protección a su existencia e identidad, así como al libre desarrollo de sus actividades, si bien 

no de aquellos que presuponen características propias de la personas físicas. 

La controversia a que hacemos referencia en el párrafo precedente se presentó entre 

las tesis aisladas IV. 20. A 30 K (10ª), emitida por el Segundo Tribunal en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, que sostiene que las personas jurídicas pueden ser 

titulares de derechos humanos, y su diversa tesis aislada VII.2º. A 2 k (10ª.) del Segundo 

tribunal en materia administrativa del Séptimo Circuito, que sostiene que no se puede 

considerar la procedencia de la titularidad de derechos humanos por parte de las personas 

morales, pues al tratarse de ficciones jurídicas carecen de dignidad humana, que es la 

condición que da origen al disfrute de estos derechos. 

En la resolución en comento, se consideró que las reformas al artículo 1 de la CPEUM 

enfatizan la dignidad de la persona humana, sin que ello implique que quedan desprotegidas 

las personas morales, pues el texto constitucional señala que todas las personas serán titulares 

sin distinguir su naturaleza, siendo que las personas morales son sujetos de protección en 

todo aquello relativo a la consecución de sus fines. 

De igual manera la SCJN determinó que el principio pro homine se extenderá 

igualmente a la protección de las personas jurídicas, así como el principio de progresividad 

de derechos en las mismas condiciones que para las personas físicas, estando en concordancia 
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con lo estipulado en la Convención Americana de Derechos Humanos conocida como el 

Pacto de San José, que lo estipula en su art. 29.  

Artículo 29.  Normas de Interpretación. Ninguna disposición de la presente 

Convención puede ser interpretada en el sentido de: 

a) permitir a alguno de los Estados Parte, grupo o persona, suprimir el 

goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención 

o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 

b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda 

estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 

Parte o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos 

Estados; 

c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o 

que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y 

d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 

internacionales de la misma naturaleza. 

 

Debemos señalar que un antecedente directo de la determinación que tratamos lo 

encontramos en la sentencia del 7 de septiembre de 2007 emitida por la Corte Interamericana 

en el caso Cantos Vs. Argentina, en la que se resolvió que los derechos y obligaciones de las 

personas morales se traducen en derechos y obligaciones de las personas físicas que las 

integran, por lo que se acepta la protección del derecho de éstas últimas aun cuándo actúen 

valiéndose de las primeras. 

Por su parte, en concordancia con lo apuntado a las reformas a nuestra Carta Magna 

y a lo contenido en el numeral 5 frac II de la Ley de Amparo de 2013, se modifica el criterio 

de la Corte que limitaba el carácter de autoridad responsable al Estado y sus autoridades, 

aceptando que las personas morales de naturaleza privada pueden asumir también dicho 

carácter. 

Uno de los antecedentes directos de esta concepción lo tenemos, según nos señala 

Sánchez Cañas, en la teoría de la eficiencia horizontal, que se sostuvo como criterio del 

Tribunal Constitucional Alemán en el caso Lüth en 1958. 
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De acuerdo con el análisis del investigador Anzures Gurria la referida tesis se divide 

en dos corrientes, la primera de ellas denominada mediata que sostiene que la manera en que 

los derechos fundamentales despliegan sus efectos en las relaciones de carácter privado se 

realizará mediante la intervención el Estado, siendo aquellos derechos objetivos, en tanto que 

la segunda corriente entiende dichos derechos como subjetivos que pueden verse vulnerados 

en las relaciones entre particulares haciendo que la intervención del Estado no sea necesaria 

para vulnerar dichos derechos, como sostiene el Tribunal Constitucional español, existiendo 

un consenso en reconocer que los derechos fundamentales también generan efectos en las 

relaciones entre particulares.  

Sánchez Cañas hace referencia a lo apuntado por el Ministro Záldivar Lelo de la Rea: 

El legislador parte de una equivalencia entre los actos de autoridad y los 

realizados por particulares cuando las funciones de los segundos están 

estipuladas en una norma general, es decir, se basa en el correcto 

cumplimiento del Estado de derecho para discernir cuando existe 

obligación de respetar o reparar a una víctima y darle la calidad de 

autoridad responsable a algún particular”.15 

 

Las personas jurídicas de carácter privado son consideradas como autoridad 

responsable en su frac. II del art. 5 Ley de Amparo en los siguientes términos: 

Artículo 5º. Son partes en el juicio de amparo:  

… 

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con independencia de 

su naturaleza formal, la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el 

acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma 

unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, 

modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas.   

Para los efectos de esta Ley, los particulares tendrán la calidad de 

autoridad responsable cuando realicen actos equivalentes a los de 

 
15 SÁNCHEZ CAÑAS, Alejandro de Jesús, El compliance legal de las empresas en materia de Derechos 
Humanos en México, Doctrina, Primera edición, Thomas Reuters, México, 2020, p. 42. 
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autoridad, que afecten derechos en los términos de esta fracción, y cuyas 

funciones estén determinadas por una norma general.  

 

Para complementar lo que apuntamos podemos remitirnos a dos tesis de los 

Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambas tesis sostienen criterios similares 

sobre el carácter de autoridad responsable para efectos del juicio de amparo de las personas 

morales privadas, por cuanto sus actuaciones afecten la esfera jurídica de los individuos si 

dicha afectación se deriva de las facultades y obligaciones contenidas en la norma. 

PARTICULAR SEÑALADO COMO AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL 

AMPARO. DESDE LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA DEBE 

SEÑALARSE TAL CARÁCTER. La ley de amparo, vigente a partir del 3 de 

abril de 2013, en su artículo 5, fracción II, párrafo segundo, establece un 

supuesto que no estaba previsto en la ley de la materia abrogada, relativa 

a la posibilidad de que los particulares sean autoridades responsables 

cuando realicen actos equivalentes a los de autoridad, empero, dicho 

mandato se introduce a manera de excepción, únicamente cuando la ley dé 

al particular alguna facultad de imperio susceptible de afectar derechos 

de otros gobernados, ya que, ordinariamente, éstos se involucran entre si 

en relaciones de coordinación, no de supra a subordinación. A partir de 

dicha circunstancia, se concluye que desde la admisión de la demanda de 

amparo debe determinarse si el particular es o no autoridad responsable, 

porque dada la excepcionalidad del tratamiento legal respectivo, no 

conviene someterlo innecesariamente a juicio -con las cargas procesales 

que se le imponen al hacerlo-, si desde la etapa del procedimiento se 

advierte que no le asiste el carácter señalado. Examen que evidentemente, 

es factible sólo si obran en el sumario elementos suficientes para arribar 

a la decisión correspondiente, lo cual deriva del art. 103 del propio 

ordenamiento.16 

 

 
16 Tesis: I. 2. A. E.6K (10ª), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 23, tomo IV, octubre 2015, 
p. 4063. Registro digital: 2110256.  
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AUTORIDAD RESPONSABLE. NO TIENE ESE CARÁCTER, PARA LOS 

EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, EL PARTICULAR SEÑALADO 

COMO TAL, SI LOS ACTOS QUE SE LE RECLAMAN NO REÚNEN LAS 

CARACTERÍSTICAS DE UNILATERALIDAD, IMPERIO Y SUS 

FUNCIONES NO ESTÁN DETERMINADAS POR UNA NORMA 

GENERAL. De la intelección del artículo 5o., fracción II, de la Ley de 

Amparo vigente, se desprende que, para los efectos del juicio de amparo, 

es autoridad responsable aquella que ordena, ejecuta o trata de ejecutar 

el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma 

unilateral y obligatoria. Asimismo, en su párrafo segundo establece que a 

los particulares les revestirá dicho carácter cuando realicen actos 

equivalentes a los de esa naturaleza que afecten derechos en los mismos 

términos y cuyas funciones estén determinadas por una norma general. 

Luego entonces, si los actos equivalentes que se le imputan a un particular, 

señalado como autoridad responsable, no reúnen las referidas 

características de unilateralidad e imperio y, además, sus funciones no 

están determinadas por una norma de carácter general, es dable concluir 

que no le reviste la mencionada calidad.17 

 

VI. CONSIDERACIONES SOBRE LAS OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS 

MORALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS 

Partiendo de considerar que la actividad de las empresas genera consecuencias o 

externalidades que impactan en su entorno de manera directa o indirecta, debemos entender 

la responsabilidad que estas actuaciones acarrean para aquella y, la obligación de responder 

a su reparación, debiendo, como apunta el maestro Pedro Francés contribuir a solucionar las 

problemáticas que han generado. 

En materia de Responsabilidad Social Empresarial, las implicaciones morales en sus 

actuaciones son un factor que las empresas deben tomar en consideración en sus previsiones 

 
17 Tesis: III. 40. C. 10 K (10ª.), Semanario Judicial de la federación y su Gaceta, libro 14, tomo III, enero 2015, 
p. 1828. Registro digital: 2008197. 
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y políticas comerciales tendientes a prevenir conflictos que impactan en el contexto, humano, 

social y ecológico. 

“En un sentido más trascendente, las empresas comparten la responsabilidad de 

contribuir al desarrollo integral del hombre, de todo hombre, puesto que son el medio por el 

cual las sociedades permiten la subsistencia de los miembros de una sociedad …”.18 

Continuando con el desarrollo del tema, en cuanto a las obligaciones y derechos de la 

empresa en la realización de sus actividades y en lo relativo a sus implicaciones como garante 

en la protección de los derechos humanos, es ineludible el señalar como se apunta en la Carta 

Social Europea aprobada por el Consejo de Europa en 1961 en Turín, que los derechos que 

señala el texto implican también obligaciones para sus contrapartes, mismas que podemos 

catalogar en dos grandes grupos, por una parte, la sociedad y el Estado que debe garantizar 

unas condiciones mínimas para cumplimiento, como, por otra parte, las empresas que se 

encuentran obligadas a su respeto y promoción. 

Dentro del contexto internacional nos encontramos con diversas disposiciones 

normativas que contienen principios rectores e instituciones que buscan que el desarrollo 

empresarial se logre conjuntamente con la tutela de los derechos de las personas que 

intervienen en el proceso, en este orden podemos destacar el denominado Protocolo de San 

Salvador de 1988, la Conferencia de Viena de 1993 y los Principios Rectores sobre las 

Empresas y los Derechos Humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas 

para proteger, respetar y remediar de 2011, que busca la protección para evitar se vulneren 

los derechos humanos a partir de la actividad empresarial. 

En el marco de las disposiciones anotadas, se plantea: 

Para lograr sus objetivos, los Principios Rectores se basan en tres pilares 

de acción: primero está la obligación estatal de ofrecer protección frente 

a la violación de los Derechos Humanos por parte de las empresas; el 

segundo es la obligación de las empresas de respetar los Derechos 

Humanos; y el tercero es ampliar el acceso de las víctimas de las 

violaciones de los Derechos Humanos a una efectiva reparación.19               

                                                                                                                                                                                  

 
18 PLANAS FERNÁNDEZ, Emilio, Valores en la empresa, Primera reimpresión, Trillas, México, 2009, p. 48.  
19 SÁNCHEZ CAÑAS, Opus cit., p. XV. 
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Paralelamente cabe destacar la existencia del Grupo de Trabajo Internacional de la 

Organización de las Naciones Unidas y Empresas en su función de revisión y consultoría en 

esa materia con el objeto de lograr un marco armónico en la aplicación de las normas 

internacionales. 

Aunado a lo anterior, debemos apuntar que, de manera adicional a las normas sobre 

derechos humanos contenidas en los acuerdos internacionales sobre la materia, también nos 

encontramos con acuerdos internacionales sobre otras temáticas que a su vez contienen 

disposiciones en materia de derechos del hombre, como es el caso del T-MEC que en su 

Capítulo 27 aborda la necesidad del combate a la corrupción con base en las Reglas de la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003. 

A la par de que como citamos existen múltiples acuerdos y tratados internacionales 

que al ser signados por el Estado mexicano pasan a ser parte de nuestro sistema jurídico 

nacional en los términos que dispone el art. 1 del CPEUM, igualmente se presentan otros 

instrumentos internacionales emitidos por grupos y organizaciones internacionales de las que 

México forma parte, que contienen obligaciones para los particulares y para el Estado 

mexicano en los términos estipulados por estas en materia de  derechos humanos. 

En este orden, las Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales de 

2011 contienen normas en el entorno empresarial a modo de códigos de conducta, que 

promueven el respeto a los derechos fundamentales buscando contribuir al desarrollo 

económico y social de las comunidades, imponiendo obligaciones en materia ambiental, 

derechos humanos, derechos laborales y prácticas anticorrupción, recalcando la obligación 

del Estado, apelando al respeto de los instrumentos internacionales. 

En el instrumento que tratamos se prevé la creación de los denominados Puntos 

Nacionales de Contacto o NCPs (por sus siglas en inglés) y se refieren a aquellas personas 

que en ejercicio de su profesión prestan asesoría e información a los sujetos interesados en 

proyectos de innovación europeos, sean de empresas, universidades, u organismos públicos 

de investigación, por parte de los gobiernos para solucionar las controversias que se pueden 

generar en la materia empresarial. 

Por su parte, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE, 

preocupada ante la problemática generada por el incremento de las actividades de las 

empresas multinacionales en diversos países, se ha abocado desde hace décadas a crear un 
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marco de reglas que regulen dichas actuaciones, así, en 1974 emitió el Código de Conducta 

para empresas Transnacionales, para 2011 se elaboraron los Principios Rectores sobre las 

Empresas y los Derechos Humanos que contiene diversas disposiciones que buscan 

garantizar el adecuado cumplimiento de las personas relacionadas o stakeholders con la 

actividad de las empresas. 

En estos Principios Rectores se contempla la intervención del Estado y los 

particulares imponiendo obligaciones a ambos en sus respectivas esferas; así se imponen 

como deberes al Estado: 

a) El respeto y tutela de los derechos humanos. 

b) Proteger y evitar las violaciones realizadas por terceros a estos derechos. 

c) Adoptar acciones positivas realizadas por terceros a estos derechos.  

d) Vigilar el cumplimiento de las leyes y normas que regulen la creación de empresas 

que propicien el respeto a los derechos fundamentales, y exigir a las empresas que 

evalúen y califiquen de qué forma se cuantifica el impacto de sus actividades sobre 

los derechos fundamentales. 

De igual manera y partiendo de considerar la corresponsabilidad que en materia de la 

tutela de los derechos fundamentales del individuo le competen al Estado, a las personas 

morales le impone de la misma forma obligaciones sobre: 

a) Tomar medidas para evitar que sus actuaciones provoquen violaciones de derechos 

humanos y, en el supuesto de que se generen, responder por sus consecuencias. 

b) Contribuir en la prevención y mitigación de los efectos negativos que sus actividades 

puedan generar, incluso cuando no hayan contribuido directamente en que aquellos 

se produzcan. 

c) Abstenerse de restringir o infringir los derechos básicos en sus actividades e 

implementar estándares y mecanismos que los protejan. 

 

En el marco de la Organización de Estados Americanos (OEA) en la actualidad se 

han formulado Planes Nacionales de Acción que buscan la implementación de los principios 

de la ONU en relación con las empresas y los derechos de los Estados, celebrándose el 25 de 

enero de 2015 una Sesión Especial para la Promoción de los Derechos Humanos en el Ámbito 

Empresarial en el marco del Consejo Permanente de la OEA que reconoce el valor de los 
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Principios Rectores de la ONU que tratamos anteriormente, imponiéndose una agenda para 

fomentar su aplicación para fomentar su aplicación generando compromisos entre gobiernos 

y sociedad civil. 

Ante la denuncia de diversas Organizaciones no Gubernamentales por la violación de 

derechos humanos por parte de personas morales en México, en el 2016 se verificó una visita 

del Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU  del 29 de agosto al 

7 de Septiembre; uno de los principales objetivos de dicha visita fue el de generar conciencia 

sobre las obligaciones de las personas morales para respetar y tutelar los derechos humanos, 

así como la revisión de la existencia de recursos con que cuentan las personas en contra de 

las probables violaciones. 

Podemos considerar como principales obligaciones de las personas morales en 

materia de los derechos fundamentales las referidas en las siguientes áreas: 

1. En cuanto al medio ambiente: ante la desmedida explotación de los recursos naturales 

y los efectos perniciosos de esta actividad, en el texto de los Principios Rectores sobre 

la Empresas y los Derechos Humanos de las Naciones Unidas de 2011, que señala las 

obligaciones de las empresas privadas en la generación de estos daños. 

2. En lo referente a los pueblos y comunidades indígenas: la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en el 2007 aprobó la Declaración sobre los Pueblos Indígenas en el 

que se reconoce a dichos pueblos el derecho a la libre determinación así como al uso 

y aprovechamiento de sus territorios y recursos, imponiendo al Estado y a los 

particulares la obligación de valorar y atenuar el impacto de sus actividades en un 

grupo determinado, buscando la protección y la tutela de sus derechos con respeto a 

sus circunstancias particulares. 

3. Trabajo infantil: en relación con este flagelo, la responsabilidad de las personas 

morales privadas es notoria, siendo que las empresas se encuentran obligadas a 

instrumentar aquellos mecanismos que impidan se incurran en estas violaciones los 

derechos humanos. 

4. Por lo que respecta a la equidad de género: las empresas se encuentran igualmente 

obligadas a implementar todos aquellos mecanismos que logren eliminar a 

desigualdad de género que se presenta en las relaciones laborales evitando cualquier 

actuación discriminatoria que se genere por motivos de sexo, raza, religión, 
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discapacidades físicas o psíquicas y cualquier otra condición que se traduzca en un 

trato discriminatorio o vejatorio para el individuo. 

5. Personas con discapacidades y grupos vulnerables: debiendo, en los mismos términos 

del párrafo precedente, evitar cualquier conducta que pueda resultar vejatoria para 

estos grupos vulnerables de la población. 

 

Y en general todas aquellas medidas que permitan garantizar la igualdad de 

condiciones entre las personas evitando se vean marginadas o sufran vejaciones por razones 

relativas a motivos de raza, sexo, religión, edad, condición socio económica o cualquier otra 

característica que se pueda traducir en un elemento que propicie la desigualdad entre los seres 

humanos en el contexto social. 

 

VII. DIVERSOS PLANTEAMIENTOS A MANERA DE CONCLUSIÓN 

Durante el desarrollo del presente trabajo hemos podido comprobar la hipótesis de considerar 

la necesidad del derecho de evolucionar adaptándose a las realidades y exigencias que la 

realidad social le impone, la adaptabilidad del derecho es un presupuesto ineludible para la 

vigencia y aplicabilidad de un orden jurídico, siendo que tan sólo bajo este supuesto se podrá 

estructurar y regular un Estado eficiente. 

Extendiéndonos en el anterior planteamiento, debemos señalar que en las condiciones 

que se imponen a la sociedad como resultado de la pandemia del COVID 19 ha traído 

aparejadas, podemos considerarlas como un parte aguas en el desarrollo de la economía y de 

la propia sociedad en todas los ámbitos de las relaciones humanas que se presentan en su 

seno, así, las relaciones laborales, interpersonales, familiares, el distanciamiento social, 

aunado a su prolongada duración y las graves consecuencias que en todos los ámbitos 

sociales, culturales, económicos y humanos se están generando cambios cuyos resultados no 

podemos aun ponderar. 

Independientemente de que no podamos dimensionar los efectos de la presente crisis 

humanitaria, en definitiva, los sucesos que se están generando representan un enorme reto 

para los órdenes normativos en particular en materia de derechos humanos, las relaciones 

humanas en todos los ámbitos, pero principalmente en lo relativo a las relaciones laborales, 

interpersonales y las que se presentan con las autoridades en cuanto al acceso a los servicios 
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públicos y de salud, se presentan como un enorme reto que va a redimensionar la manera de 

entender los contenidos y los mecanismos que garanticen el respeto y tutela de dichos 

derechos en nuestra sociedad. 

Las circunstancias actuales representan un enorme reto para la capacidad de 

adaptabilidad de los órdenes normativos para adaptarse a las imperiosas necesidades que se 

están generando en razón de los cambios que se producen en la sociedad de manera acelerada, 

el sistema jurídico en todas sus áreas, pero particularmente en materia de derechos humanos, 

debe de enfrentar estas exigencias adecuando sus mecanismos y desarrollando en su máxima 

expresión su capacidad de percibir dichos cambios, regularlos y ordenarlos en razón de los 

intereses sociales y humanos; de su capacidad de hacerlo dependerá en gran medida el 

desarrollo futuro de todos los sistemas normativos y de la propia sociedad humana. 

Sin embargo, los retos, exigencias y adecuaciones a que nos referimos no se limitan 

a las responsabilidades y actuaciones del Estado, implica también la corresponsabilidad y la 

actividad de todos los actores sociales cuya actividad puede inferir en el ámbito de los 

derechos de las personas, las actuaciones de los diversos actores sociales traen aparejadas 

consecuencias que afectan a los otros miembros de la sociedad, imponiéndose la necesidad 

de participar activamente en la consecución de un orden social equilibrado en el pleno respeto 

a la dignidad humana. 

Las personas morales de carácter privado, con sus actuaciones y en sus actividades, 

desempeñan un papel fundamental en la conformación de una estructura social y jurídica que 

garantice la tutela y ejercicio de los derechos fundamentales del hombre, su actuación se debe 

traducir en eficientar los mecanismos de garantía de su ejercicio, traduciéndose en su 

aplicación efectiva en los ámbitos más comunes de la vida del hombre en la sociedad. 

En definitiva, el único camino transitable para las sociedades en la actualidad pasa 

necesariamente por el respeto irrestricto a la dignidad humana y los derechos que emanan de 

esta, con el concurso de los diversos actores involucrados, así como de la implementación de 

los mecanismos y figuras jurídicas que garanticen su respeto y tutela en todos los ámbitos de 

la vida social, siendo una condición ineludible en el futuro de las sociedades y la condición 

humanas. 

 

  



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 83-119. 
______________________________________________________________________________________________ 

  

 117  

VIII. BIBLIOGRAFÍA 

Doctrina 

BERMÚDEZ TORRES, Lilia, BOUZAS, Roberto, et al. II. Las Américas en el horizonte del 

cambio. Coloquio de Invierno. Los grandes cambios de nuestros tiempos, Primera 

edición, Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, Fondo de Cultura Económica, 

Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1992. 

BURGOA ORIGUELA, Ignacio, El juicio de amparo, Cuadragésima edición, Porrúa, 

México, 2004. 

BURGOA ORIGUELA, Ignacio, Las garantías individuales, Vigésimo segunda edición, 

Porrúa, México, 1989. 

CAMACHO, Ildefonso, et al., Ética y responsabilidad empresarial, Colección ética de las 

profesiones, Primera edición, Unijes Universidad Jesuitas y Descleé de Brouwer, 

Bilbao, España, 2013.  

CASTELLANOS GOÛT, Milton Emilio, Del Estado de Derecho al Estado de justicia, 

Segunda edición, Universidad Autónoma de Baja California y Porrúa, México, 2009. 

CASTRO, Juventino B., Garantías y amparo, Séptima edición, Porrúa, México, 1991. 

CORCUERA CABEZUT, Santiago, Derecho constitucional y derecho internacional de los 

derechos humanos, Colección textos jurídicos universitarios, Quinta reimpresión, 

Oxford, México, 2012. 

DACASA LÓPEZ, Eduardo, Análisis de la sociedad unipersonal, Primera edición, Trillas, 

México, 2017. 

DEL ARENAL FENOCHIO, Jaime, Historia Mínima del Derecho de Occidente, Historia 

Mínima, Tercera Reimpresión, Fondo de Cultura Económica, México, 2016. 

DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ, Jorge Alfredo, Derecho civil. Parte general, personas, cosas, 

negocio jurídico e invalidez, Prólogo de Manuel Borja Martínez, Décimo segunda 

edición, Porrúa, México, 2010. 

FRANCÉS, Pedro, Ética de los negocios. Innovación y responsabilidad, Colección ética 

aplicada, Primera edición, Descleé de Brouwer,  Bilbao, España, 2004. 

GARCÍA VELASCO, Gonzalo, Persona jurídica. Doctrina y legislación mexicana, Primera 

edición, Universidad Panamericana y Porrúa, México, 2009. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 83-119. 
______________________________________________________________________________________________ 

  

 118  

GÓNGORA PIMENTEL, Genaro, Introducción al estudio del juicio de amparo, Quinta 

edición, Porrúa, México, 1995.  

HERNÁNDEZ LEGORRETA, Cutberto y POMPA DÁVALOS, María Elena (Coords.), 

Gobernanza Mundial: significado, crítica y aplicaciones en su dimensión regional, 

Universidad La Salle. Facultad de Derecho, 50 aniversario, México, 2017. 

LEPAULLE, Pierre, Tratado teórico práctico de los Trust, Primera edición, Porrúa, México, 

1975. 

LÓPEZ BENÍTEZ, Lilia Mónica, Reflexiones sobre la justicia: retos y oportunidades desde 

la visión de una juzgadora, Prólogo de Janine Otálora Malasis, Primera edición, 

Colofón, México, 2018. 

MIJANGOS y GONZÁLEZ, Pablo, Historia Mínima de la Suprema Corte de Justicia de 

México, Primera edición,  Historia Mínima, Colegio de México, México, 2019. 

PLANAS FERNÁNDEZ, Emilio, Valores en la empresa, Primera reimpresión, Trillas, 

México, 2009. 

ROLDÁN XOPA, José, La ordenación constitucional de la economía. Del Estado regulador 

al Estado garante, Presentación de José Ramón Cossío Díaz, Política y Derecho, 

Serie Constitución de 1917, Primera edición, Fondo de Cultura Económica, México, 

2018. 

SALAZAR UGARTE, Pedro, El Poder Ejecutivo en la Constitución mexicana, Presentación 

de José Ramón Cossío Díaz, Política y Derecho, Serie Constitución de 1917, Primera 

edición, Fondo de Cultura Económica, México, 2017. 

SÁNCHEZ BRINGAS, Enrique, Derecho constitucional, Décimo primera edición, Porrúa, 

México, 2007. 

SÁNCHEZ CAÑAS, Alejandro de Jesús, El compliance legal de las empresas en materia de 

Derechos Humanos en México, Doctrina, Primera edición, Thomas Reuters, México, 

2020. 

SARTORI, Giovanni, Ingeniería constitucional comparada. Una investigación de 

estructuras, incentivos y resultados, Política y Derecho, Primera reimpresión, Fondo 

de Cultura Económica, México, 1996. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 83-119. 
______________________________________________________________________________________________ 

  

 119  

SUÁREZ IÑIGUEZ, Enrique, De los clásicos políticos, Las ciencias sociales, Segunda 

década, Tercera edición. Facultad de Ciencias Políticas y sociales de la Universidad 

Nacional Autónoma de México y Miguel Ángel Porrúa, México, 2001. 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, Derechos Humanos. Parte general, 

Serie Derechos Humanos, Segunda edición, Tercera reimpresión, Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, México, 2014. 

VILLAREAL, René, Liberalismo social y reforma del Estado. México en la era del 

capitalismo posmoderno, Nueva cultura económica, Nacional Financiera y Fondo de 

Cultura Económica, México, 1993. 

 

Hemerografía 

ANZURES GURRÍA, José Juan, “La eficiencia horizontal de los derechos fundamentales”, 

Cuestiones Constitucionales, Revista Mexicana de Derecho Constitucional, no. 22, 

enero-junio, 2010, Instituto de Investigaciones Jurídicas y Universidad Nacional 

Autónoma de México, México, 2010. 

CAMACHO, Zósimo, 741 reformas a 136 artículos: una Constitución rebasada, febrero 3, 

2020. www.contralinea.com.mx 

GARCÍA CASTILLO, Tonatiuh, La reforma constitucional mexicana de 2011 en materia de 

derechos humanos. Una lectura desde el derecho internacional, Boletín Mexicano de 

Derecho Comparado, no. 143, vol. 48, México, mayo/agosto, 2015.  

 

Jurisprudencia mexicana 

Tesis: I. 2. A. E.6K (10ª), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 23, tomo 

IV, octubre 2015. Registro digital: 2110256.  

Tesis: III. 40. C. 10 K (10ª.), Semanario Judicial de la federación y su Gaceta, libro 14, tomo 

III, enero 2015. Registro digital: 2008197. 

 

Páginas de internet 

El financiero. www.elfinanciero.com.mx 

El juego de la Suprema Corte, Nexos. eljuegodelacorte.nexos.com.mx  

Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM. revistas.juridicas.unam.mx 


